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SALUD / DERECHO FUNDAMENTAL AUTÓNOMO / PROCEDIMIENTO denominado “prueba de mesa basculante”/ ORDEN MÉDICO TRATANTE / CONCEDE / “De acuerdo con la jurisprudencia de la Corte Constitucional, que desde hace algún tiempo modificó su criterio anterior, la salud es un derecho de carácter fundamental y autónomo y para que proceda su amparo por vía de tutela no necesariamente debe estar en conexidad con otro que participe de la misma naturaleza

La lesión a tal derecho puede producirse cuando la entidad encargada de garantizar los servicios de salud a sus afiliados no asegura la estabilidad y continuidad en la atención médica requerida por medio de una institución que brinde un manejo eficiente de la enfermedad en términos de calidad y efectividad del servicio prometido.

En este caso, la entidad accionada lesionó los derechos a la salud y a la vida digna de la demandante, al dilatar sin justificación alguna, esto es, no por motivos estrictamente médicos, la continuidad y oportunidad de su tratamiento, prolongándose su estado de anormalidad y sus padecimientos, por lo que se desconoció su derecho de acceder en condiciones dignas a los servicios de salud.

Al pronunciarse en relación con la acción propuesta, el Jefe Seccional Sanidad Risaralda indicó que no se le han negado servicios a la accionante y que se le expidió la autorización para el procedimiento que requiere.

Esta última, en el trámite de la acción, informó que el pasado 7 de octubre le autorizaron el procedimiento denominado “prueba de mesa basculante”, pero está pendiente que le den cita para llevarlo a cabo.

Sin embargo, no puede declararse superado el hecho, por cuanto dicho procedimiento aún no se concreta.”

Citación jurisprudencial: Sentencia T-760 de 2007. / Sentencia T-234 de 2013
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

        Magistrada ponente: Claudia María Arcila Ríos

        Pereira, octubre doce (12) de dos mil dieciséis (2016)

        Acta No. 493 de 12 de octubre de 2016

Expediente No. 66001-22-13-000-2016-00908-00 
Decide esta Sala en primera instancia la acción de tutela instaurada por la señora María Magdalena Cardona Casas, contra la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional Seccional Risaralda.

A N T E C E D E N T E S

1.- Relató la promotora de la acción los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 Se encuentra vinculada a los servicios de salud de la Policía Nacional.

1.2 Ha sido diagnosticada con “síncope neurocardiogénico”, motivo por el cual, desde el 8 de junio de 2016, el médico tratante le ordenó la realización del procedimiento denominado “prueba de mesa basculante”; pese a que le manifestaron que se lo realizarían en la Clínica Comfamiliar de esta ciudad, allí le informaron que ese procedimiento no lo practicaban; posteriormente, con una nueva autorización del 22 de agosto, se acercó a dicha clínica y en esa oportunidad le dijeron que no tenían convenio con la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional para su realización.
1.3 Teme por su salud, pues ese examen es necesario para establecer realmente cuál es su patología y porqué se producen desmayos frecuentes.
1.4 Afirma que para el 26 de septiembre tenía la próxima cita y debía  llevar los resultados de cuatro exámenes, de los cuales solo falta el que es objeto de la presente acción.
1.5 Considera que es objeto de burla por parte de la entidad accionada, ya que no le define donde realmente se debe realizar el procedimiento que necesita y por eso acude a la acción de amparo.
2.- Considera lesionados sus derechos a la salud, dignidad humana y seguridad social y para protegerlos, solicitó se ordene a la Dirección Seccional de Sanidad de la Policía Nacional en Risaralda, le realice el procedimiento denominado “prueba de mesa basculante”.

ACTUACIÓN PROCESAL

1.- Mediante proveído del pasado 29 de septiembre se admitió la acción.

2.- El Jefe Seccional Sanidad Risaralda, al ejercer su derecho de defensa, manifestó que el procedimiento denominado “prueba de mesa basculante” fue autorizado para la Clínica Comfamiliar pero por trámites administrativos no fue posible su realización, por lo que con el fin de salvaguardar los derechos fundamentales de la accionante, se procedió a autorizarlo en la IPS Liga Contra el Cáncer y requiere que la usuaria se presente en la oficina de referencia para hacer entrega de la respectiva autorización. Considera que no existe vulneración de derechos fundamentales, en el entendido que no se está negando ningún servicio médico y que los hechos que motivaron la acción ya se encuentran superados.

C O N S I D E R A C I O N E S 

1.- La acción de tutela permite a toda persona reclamar ante los jueces, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección de sus derechos fundamentales cuando quiera que resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o aun de los particulares, en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991. 

2.- Considera la citada señora lesionados sus derechos a la salud, a la dignidad humana y a la seguridad social, ante la dilación injustificada de la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional Seccional Risaralda en prestar el servicio médico que requiere.

3.- La accionante se encuentra afiliada, en calidad de beneficiaria, al Sistema de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional
, que regula el Decreto 1795 de 2000, en cuyo artículo 27 dispone: 

“Todos los afiliados y beneficiarios al SSMP, tendrán derecho a un Plan de Servicios de Sanidad en los términos y condiciones que establezca el CSSMP. Además cubrirá la atención integral para los afiliados y beneficiarios del SSMP en la enfermedad general y maternidad, en las áreas de promoción, prevención, protección, recuperación y rehabilitación. Igualmente tendrán derecho a que el SSMP les suministre dentro del país asistencia médica, quirúrgica, odontológica, hospitalaria, farmacéutica y demás servicios asistenciales en Hospitales, Establecimientos de Sanidad Militar y Policial y de ser necesario en otras Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud.”

Se encuentra probado que su médico especialista tratante le prescribió el procedimiento a que se refiere los hechos y la pretensión de la demanda
, frente al cual estima se ha presentado una mora injustificada por parte de la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional Seccional Risaralda para obtener que le sea prestado.
4.- De acuerdo con la jurisprudencia de la Corte Constitucional, que desde hace algún tiempo modificó su criterio anterior, la salud es un derecho de carácter fundamental y autónomo y para que proceda su amparo por vía de tutela no necesariamente debe estar en conexidad con otro que participe de la misma naturaleza
. 
La lesión a tal derecho puede producirse cuando la entidad encargada de garantizar los servicios de salud a sus afiliados no asegura la estabilidad y continuidad en la atención médica requerida por medio de una institución que brinde un manejo eficiente de la enfermedad en términos de calidad y efectividad del servicio prometido. Así lo ha explicado la Corte Constitucional: 
“2.3. Uno de los contenidos obligacionales de la prestación de los servicios de salud que corresponde al Estado, hace referencia a que este servicio público esencial sea proporcionado en forma ininterrumpida, oportuna e integral; razón por la que las justificaciones relacionadas con problemas presupuestales o de falta de contratación, así como la invención de trámites administrativos innecesarios para la satisfacción del derecho a la salud, constituyen, en principio, no solo una vulneración al compromiso adquirido en la previsión de todos los elementos técnicos, administrativos y económicos para su satisfacción, sino también un severo irrespeto por esta garantía fundamental.

 
Por este motivo, las Entidades Promotoras de Salud, al tener encomendada la administración de la prestación de estos servicios, que a su vez son suministrados por las IPS, no pueden someter a los pacientes a demoras excesivas en la prestación de los mismos o a una paralización del proceso clínico por razones puramente administrativas o burocráticas, como el cambio de un contrato médico. En efecto, cuando existe una interrupción o dilación arbitraria, esto es, que no está justificada por motivos estrictamente médicos, las reglas de continuidad y oportunidad se incumplen y en consecuencia, al prolongarse el estado de anormalidad del enfermo y sus padecimientos, se desconoce el derecho que tiene toda persona de acceder en condiciones dignas a los servicios de salud. 

 
2.4. Aunque es razonable que el acceso a los servicios médicos pase, algunas veces, por la superación de ciertos trámites administrativos; la jurisprudencia constitucional ha dejado en claro que el adelanto de los mismos no puede constituir un impedimento desproporcionado que demore excesivamente el tratamiento o que imponga al interesado una carga que no le corresponde asumir. De allí, que se garantice el derecho a acceder al Sistema de Salud, libre de obstáculos burocráticos y administrativos, pues de ello también depende la oportunidad y calidad del servicio.
 
2.5. En esta línea, si bien para la Corte es claro que existen trámites administrativos en el sistema de salud que deben cumplirse, en algunos casos por parte de sus afiliados, también es cierto que muchos de ellos corresponden a diligencias propias de la Entidad Promotora de Salud, como la contratación oportuna e ininterrumpida de los servicios médicos con las Entidades Prestadoras. Estos contratos, mediante los cuales se consolida la prestación de la asistencia en salud propia del Sistema de Seguridad Social, establecen exclusivamente una relación obligacional entre la entidad responsable (EPS) y la institución que de manera directa los brinda al usuario (IPS), motivo por el que no existe responsabilidad alguna del paciente en el cumplimiento de estos.”

 

En este caso, la entidad accionada lesionó los derechos a la salud y a la vida digna de la demandante, al dilatar sin justificación alguna, esto es, no por motivos estrictamente médicos, la continuidad y oportunidad de su tratamiento, prolongándose su estado de anormalidad y sus padecimientos, por lo que se desconoció su derecho de acceder en condiciones dignas a los servicios de salud.

5.- Al pronunciarse en relación con la acción propuesta, el Jefe Seccional Sanidad Risaralda indicó que no se le han negado servicios a la accionante y que se le expidió la autorización para el procedimiento que requiere.
Esta última, en el trámite de la acción, informó que el pasado 7 de octubre le autorizaron el procedimiento denominado “prueba de mesa basculante”, pero está pendiente que le den cita para llevarlo a cabo
.
6.- Sin embargo, no puede declararse superado el hecho, por cuanto dicho procedimiento aún no se concreta.
En consecuencia, se concederá el amparo solicitado y se le ordenará al Mayor Carlos Alexis Bautista Toloza, Jefe Seccional Sanidad Risaralda, o a quien haga sus veces, garantizar que a la demandante se le practique el procedimiento denominado “prueba de mesa basculante”, dentro de los ocho días siguientes a la notificación de esta providencia.

Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO.- CONCEDER la tutela solicitada por la señora María Magdalena Cardona Casas, contra la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional Seccional Risaralda.
SEGUNDO.- Se ordena al Mayor Carlos Alexis Bautista Toloza, Jefe Seccional Sanidad Risaralda, o a quien haga sus veces, garantizar que a la demandante se le practique el procedimiento denominado “prueba de mesa basculante”, dentro de los ocho días siguientes a la notificación de esta providencia.

TERCERO.- Notifíquese esta providencia a las partes en la forma prevista por el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
CUARTO.- De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión, conforme lo dispone el artículo 32 del referido decreto.

Notifíquese y cúmplase,
Los Magistrados,

                 CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA


(Ausente con causa justificada)


EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Ver folio 5 cuaderno No. 1.


� Ver folio 2 cuaderno No. 1.


� Corte Constitucional. Sentencia T-760 de 2007, Magistrada Ponente: Clara Inés Vargas Hernández.


� Sentencia T-234 de 2013, MP. Dr. Luis Guillermo Guerrero Pérez


� Folio 10 cuaderno No. 2.
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